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Exp. 875/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 875/2021/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR DE RECAUDACIÓN Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO; SECRETARIO DE FINANZAS.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a cinco de agosto del dos mil veintidós.
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 875/2021/2, promovido por el C. **********, contra actos del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, y 
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veinticuatro de noviembre del dos mil veintiuno, compareció el C. **********,**********a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, señalando como acto impugnado el que hizo consistir de la siguiente manera:

“La negativa ficta por parte del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, recaída al RECURSO DE REVOCACIÓN presentado el veintidós de octubre de dos mil veinte ante la demandada, en contra de los siguientes actos:

a) El acto de autoridad identificado como MANDAMIENTO DE EJECUCION (REQUERIMIENTO DE PAGO) con el número de control **********, de fecha catorce de agosto del año dos mil veinte, mismo que fue hecho del conocimiento de esta parte, hasta el día ocho de septiembre del año dos mil veinte.”

b) “El acto de autoridad identificado como ACTA DE REQUERIMIENTO DE PAGO con el número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte, que fue hecho de mi conocimiento en esa misma fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte.”

c) El acto de autoridad identificado como ACTO DE EMBARGO con el  número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte, que fue hecho de mi conocimiento el ocho de septiembre del año dos mil veinte.”

II.- Mediante proveido de veintinueve de noviembre del dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

En cuanto al plazo otorgado a la autoridad demandada en líneas que antecede; y toda vez que ya se encontraba vigente la notificación electrónica, se estableció que debía considerarse que, la notificación electrónica, que le realizara esta Segunda Sala Unitaria, surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, en el entendido que dicha notificación se tendría por hecha al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, además, acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020. Por tanto con fundamento en el artículo 241 del Código Procesal Administrativo ambos ordenamientos para el Estado de San Luis Potosí, se apercibió a la autoridad demandada con declarar la preclusión del derecho correspondiente y, se le tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; si no contestaba la demanda dentro del plazo que le fue señalado.
Por otra parte, con fundamento en el artículo 71 del Código Procesal Administrativo para el Estado y para la mejor resolución del asunto, se requirió a la autoridad demandada, para que en el plazo concedido para contestar la demanda también exhibiera copia certificada de la totalidad de las constancias del expediente administrativo formado con motivo de la resolución impugnada (mandamiento de ejecución, requerimiento de pago, acta de requerimiento de pago y acta de embargo, con el número de control folio **********); apercibido que de no hacerlo, se le podrían aplicar en su perjuicio las medidas de apremio previstas en el artículo 127 del Código Procesal Administrativo para el Estado, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes de este Tribunal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35, fracciones VII y XIII, de la Ley Orgánica de este Tribunal. 

Asimismo se precisó que una vez que obrara en autos el expediente administrativo que le fue solicitado a la autoridad demandada en líneas que anteceden, y se tuvieran los elementos suficientes, la Magistrada titular de la Segunda Sala se pronunciaría respecto de la medida cautelar solicitada en su escrito de demanda.

III.- En auto de fecha diez de enero del dos mil veintidos, se dio cuenta con los oficios los oficios **********, signados por el **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección General de Ingresos de la citada Secretaría; el primero recibido el cuatro de enero del dos mil veintidós en el buzón de promociones de término de este Tribunal, con el folio ********** y el segundo en la oficialía de partes de este Tribunal el día seis del mes de enero del presente año.

Por tanto, visto el contenido del primero de los oficios; se tuvo por contestada la demanda al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada, en virtud de lo cual con la copia simple del oficio contestatorio y su anexo, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

En cuanto al segundo oficio, se tuvo a la autoridad compareciente por exhibiendo las constancias del expediente administrativo formado con motivo de la resolución impugnada en el presente juicio, el cual refirió contiene los siguientes documentos: a) Mandamiento de ejecución de veintidós de mayo de dos mil diecisiete, número de control **********; b) Requerimiento de pago y embargo no diligenciados; c).- Mandamiento de Ejecución de 14 de agosto de 2020, número de control ********** y d) Requerimiento de pago y embargo de 08 de septiembre de 2020; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en el punto 3 del acuerdo dictado el veintinueve de noviembre de dos mil veintiuno y con una copia simple del oficio **********, y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
Asimismo para los efectos señalados en el artículo 22 del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica, para el caso fortuito, fuerza mayor o falla técnica del Buzón Electrónico y por ello se ordene que las notificaciones en este juicio se hagan de manera tradicional; se tuvo como domicilio de la autoridad demandada, el ubicado en la calle ********** y como Delegados indistintos en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo, a los Licenciados señalados en el citado auto.

Por otra parte con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo a la autoridad demandada por ofreciendo las pruebas detalladas en el oficio de cuenta; y toda vez que la parte actora a través del presente juicio reclamó una resolución negativa ficta; se reservó proveer respecto a la admisión de las pruebas de las partes.

Por tanto, al ser el acto impugnado en el presente juicio una resolución negativa ficta; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó al promovente del juicio el plazo de diez días hábiles, a efecto de que ampliara su demanda, apercibido de que en caso de no formularla en tiempo y forma se declararía precluido su derecho para esos efectos y en consecuencia se tendría por no ejercido ese derecho.

Respecto de la suspensión solicitada por el actor, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 260, 261 y 263 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 35 fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado; se concedió la suspensión para efecto de que las cosas se mantuvieran en el mismo estado y no se llevaran a cabo acciones tendentes al cobro del crédito contenido en la resolución impugnada, mediante el Procedimiento Administrativo de Ejecución, hasta en tanto se pronunciara la sentencia definitiva en el presente juicio; precisando que con fundamento en los artículos 86 y 136 fracción III, ambos del Código Fiscal del Estado, resultaba innecesario exigir al promovente la constitución de una garantía adicional al embargo que ya existía de fecha ocho de septiembre de dos mil veinte, exhibido en copia certificada por la autoridad demanda anexó a su contestación de cuenta, para que surtiera sus efectos jurídicos la suspensión otorgada, sin perjuicio de que la autoridad ejecutora, en su caso, de estimar que los bienes embargados eran insuficientes para cubrir el crédito fiscal, pudiera requerir la ampliación de dicha garantía.

Por último se precisó que una vez que transcurriera el término que le fue otorgado a la parte para ampliar la demanda y fuera el momento procesal oportuno, se fijará fecha y hora para la celebración de la audiencia final.
IV.- En proveido dictado el tres de marzo del dos mil veintidós, se dio cuenta con el escrito original y dos anexos, firmado por el Ingeniero **********, recibido con el folio **********, en el buzón de promociones de término de este Tribunal el diecisiete de febrero del año en curso; mediante el cual amplío la demanda, en el término concedido en el proveído dictado el auto de diez de enero del año en curso y señaló como autoridades demandadas y actos impugnados siguientes:

Autoridades demandadas:
a) A la licenciada **********, Titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.

b) A Francisco **********, en su carácter de Notificador Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.

c) A **********, en su carácter de Notificador Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.

Actos impugnados:
1. “La resolución identificada con el número **********, de fecha 21 veintiuno de diciembre del año 2021 dos mil veintiuno, dictada por la Titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, a través de la cual resuelve el Recurso de Revocación que planteó esta parte demandada en contra del procedimiento de ejecución identificado con el número de control **********.”
2. “El Acta Circunstanciada de fecha 24 veinticuatro de Julio del año 2017 dos mil diecisiete, supuestamente elaborada a las 15:40 horas de la fecha indicada, por el señor **********, supuesto Notificador Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal.”

3. “El Acta Circunstanciada de fecha 12 doce de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, supuestamente elaborada a las 17:00 horas de la fecha indicada, por el señor **********, supuesto Notificador Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal.”

En tal virtud, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por interpuesta la ampliación de demanda, por lo que, con una copia simple del escrito de ampliación se ordenó, correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran la ampliación de demanda dentro del término de diez días, manifestando lo que a su derecho conviniera, ofrecieran, y exhibieran las pruebas que estimaran convenientes expresando los hechos con los que éstas se encontraran relacionadas; apercibidas que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Asimismo, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por ofreciendo las pruebas referidas en el escrito de ampliación de cuenta, reservando la admisión de las mismas para el momento de proveer sobre la contestación de la ampliación de demanda; señalando además que una vez que transcurriera el término otorgado a las autoridades demandadas para contestar la ampliación de demanda y fuera el momento procesal oportuno, se acordarían las pruebas ofrecidas por las partes y se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final. 

V.- Mediante acuerdo de veintiocho de marzo del dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio signado por el Licenciado ********** Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Dirección General de Ingresos, de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la primera y de los Notificadores Ejecutores de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal; todas esta autoridades de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el nueve de marzo del año en curso, mediante el cual dio contestación a la ampliación de demanda.
En esa tesitura, y atento al contenido del oficio signado por el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, se tuvo por contestada la ampliación de la demanda al Procurador Fiscal compareciente y con la copia simple del oficio de contestación a la ampliación de cuenta, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

Por otra parte, toda vez que en el punto 3 del auto dictado el diez de enero del año en curso, se reservó proveer lo conducente respecto de las pruebas ofrecidas en el escrito inicial de demanda y la contestación de la misma, hasta en tanto, transcurriera el término otorgado al actor para ampliar la demanda y fuera el momento procesal oportuno; consecuentemente se procedió a acordar las pruebas ofrecidas por las partes, en el escrito inicial de demanda y su ampliación; así como en la contestación del escrito inicial de demanda y su ampliación y en tal virtud, con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene como pruebas de las partes, las siguientes:
A la parte actora se le tuvo por admitida:

Dentro del escrito inicial de demanda.
· Copia simple del acuse de recibo del Recurso de Revocación, promovido ante las autoridades demandadas.
· Instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana.
Dentro del escrito de ampliación de demanda:

· Copia certificada de la resolución identificada con el número **********, documental que exhibió la autoridad demandada, anexo a su contestación de demanda.
· Copia certificada del Acta Circunstanciada de fecha veinticuatro de julio de dos mil diecisiete, relacionada con el crédito fiscal **********, documental que exhibió la autoridad demandada, anexo a su contestación de demanda.
· Copia certificada del Acta Circunstanciada de fecha doce de septiembre de dos mil diecisiete, relacionada con el crédito fiscal **********, que exhibió la autoridad demandada anexo a su contestación de demanda. 
· Acta de notificación de fecha dieciocho de enero del año en curso, relativa a la resolución identificada con el número ********** y que exhibió anexo a su escrito de ampliación de demanda.
· Impresión de Constancia de Situación Fiscal, expedida por el SAT, y que acompañó anexo a su escrito de ampliación de demanda.
· La instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana.
Tocante a las documentales detalladas como; Acta Circunstanciadas de fechas veinticuatro de julio de dos mil diecisiete y doce de septiembre de dos mil diecisiete, relativas a los créditos fiscales números **********, y el Acta Circunstancia de fecha doce de septiembre de dos mil diecisiete, relativa al crédito fiscal número **********; debido que el actor omitió exhibirlas anexas a su ampliación de demanda,  se le requirió, para que en el término de cinco días hábiles, exhibiera dichas pruebas; apercibida que de no hacerlo, se le desecharían como pruebas de su parte. 
A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas:

En la contestación  de demanda:

· Copia certificada de la resolución identificada con el número **********, que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.
· Copia certificada del Acta Circunstanciada de fecha doce de septiembre de dos mil diecisiete, que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.
· Copia certificada del Acta Circunstanciada de fecha veinticuatro de julio de dos mil diecisiete, que detalla en el punto 3 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.
· Instrumental de actuaciones.
· Presuncional legal y humana.
En la contestación de ampliación de demanda:

· Copia certificada del oficio número **********, que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas de la contestación a la ampliación de demanda.
· Copia certificada del oficio número **********, que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas de la contestación a la ampliación de demanda.
Finalmente se preciso que una vez que transcurriera el término otorgado a la parte actora y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- Por auto de veintiseis de abril del dos mil veintidós, se dio cuenta con el escrito con sus anexos, firmado por **********, autorizado del actor del juicio; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el veintidós de abril del dos mil veintidós, mediante el cual contestó el requerimiento que se le formuló en el auto dictado el veintiocho de marzo del año en curso y al efecto exhibió las documentales ofrecidas como pruebas por el actor en la ampliación de demanda, consistentes en: copia fotostática de las Actas Circunstanciadas de fechas veinticuatro de julio de dos mil diecisiete y doce de septiembre de dos mil diecisiete, relativas a los créditos fiscales números ********** y el Acta Circunstancia de fecha doce de septiembre de dos mil diecisiete, relativa al crédito fiscal número **********; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en el punto 2.1.11., del acuerdo en cita y se tuvo al compareciente por hechas las manifestaciones vertidas en el escrito de cuenta, para los efectos legales conducentes.
En cuanto a la diversa documental que detallo el autorizado del actor en el escrito de cuenta y que exhibió anexa al mismo, consistente en “Acta Circunstancia de fecha seis de septiembre de dos mil diecisiete, relativa al crédito fiscal número **********”; dado que dicha prueba no fue materia del requerimiento señalado en el auto de veintiocho de marzo citado en líneas que anteceden, ni se advirtió que dicha documental hubiera sido ofrecida por el actor como prueba en la ampliación de demanda; con fundamento en el artículo 35 fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en relación con el numeral 235, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado se le dijo que no ha lugar a tener como prueba del actor la citada documental.
Por último, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las once horas del dieciocho de mayo del dos mil veintidos, para el desahogo de la audiencia de ley y se hizo la precisión que debido al fenómeno de salud pública existente en la república mexicana, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y considerando que las pruebas a desahogar no requerían la práctica de diligencias de forma material, por lo que la audiencia final se celebraría sin la asistencia de las partes.

VII.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria dio lectura al escrito de demanda y de ampliación a la misma; así como al de contestación a la de manda y a la ampliación de la misma; se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes. Finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo. 
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1, 2, 7 fracción I, y 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- Por ser una cuestión de orden público y estudio preferente, se analizará, en primer lugar, la oportunidad de la acción.

El artículo 24 en su fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispone:

“Artículo 24.- El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes: 

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general. 

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos. c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha. 

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente; 

II. De tres años cuando sean las autoridades las que impugnen una resolución administrativa o fiscal favorable a los particulares, por considerar que lesiona a la administración pública o al interés público, contado a partir de la fecha de la resolución impugnada;

III. De quince días tratándose de la vía sumaria en los casos que determina este Código, y 

IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.”

Del precepto se deduce, que en el caso de negativa ficta, el plazo para presentar su demanda ante este Tribunal será en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.

Ahora, la demandante sustenta la negativa ficta que reclama, en el escrito recepcionado ********** mediante el cual interpuso Recurso de Revocación en contra del mandamiento de ejecusion, acta de requerimiento de pago y acta de embargo, todas con numero de control **********al Director de Recaudacion y Politica Fiscal de la Direccion General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, el cual consta a fojas 19 a la 31 de los presentes autos, petición no resuelta, dirigida a la mencionada autoridad, documental que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el numeral 72, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por tanto, si la recepción del escrito lo fue el día 22 de octubre de dos mil veinte, según se advierte del documento, en la que se hace constar el sello de recepción por parte de la demandada, y la demanda se presentó el veinticuatro de noviembre del dos mil veintiuno, en la Oficialía de Partes de este Tribunal, esto es habiendo transcurrido con exceso el plazo de dos meses necesario para que la dependencia o entidad resolviera lo correspondiente.
TERCERO.- La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento alguno, ya que comparece por propio derecho.
Por otra parte se debe de manifestar que demuestra su interés jurídico acompañando a su escrito inicial de demanda el acuse de recepción del escrito de Recurso de Revocación con sello de recibido por la Direccion de Recaudacion y Politica Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, con fecha “22 oct 2020”, respecto del mandamiento de ejecusion (requerimiento de pago), acta de requerimiento de pago y acta de ambargo; todos  con el numero de control **********; documental que obra a foja 19 a la 31 del expediente en el que se actúa, de ahí que acredita su legitimidad para comparecer a juicio.
Tocante a la autoridad demandada compareció a dar contestación el **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección General de Ingresos de la citada Secretaría de Finanzas; el cual para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 79 de autos.
Por su parte el Licenciado **********quien compareció a dar contestación a la ampliación de demanda en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Dirección General de Ingresos, de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la primera y de los Notificadores Ejecutores de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal; todas esta autoridades de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, exhibió copia certificada de su nombramiento el cual obra agregado a foja 126 de autos en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la NEGATIVA FICTA por parte del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí que recayó al RECURSO DE REVOCACIÓN presentado el veintidós de octubre de dos mil veinte ante la demandada, en contra del acto de autoridad identificado como mandamiento de ejecución (requerimiento de pago), acta de requerimiento de pago y acto de embargo; todos con el número de control **********.

Se estima procedente destacar que al dar contestación a la negativa ficta la demandada acompaño resolución expresa en la que dejo sin efecto el mandamiento de ejecución (requerimiento de pago; acta de requerimiento de pago y acta de embargo, con el número de control **********, para el efecto de que se vuelva a realizar dicho acto.
Asimismo el actor ejerció su derecho de ampliación de demanda y señalo como actos impugnados, además de los señalados en el escrito inicial, los que preciso de la siguiente manera:
·  “La resolución identificada con el número **********, de fecha 21 veintiuno de diciembre del año 2021**********dos mil veintiuno, dictada por la Titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, a través de la cual resuelve el Recurso de Revocación que planteó esta parte demandada en contra del procedimiento de ejecución identificado con el número de control **********.”

·  “El Acta Circunstanciada de fecha 24 veinticuatro de Julio del año 2017 dos mil diecisiete, supuestamente elaborada a las 15:40 horas de la fecha indicada, por el señor Francisco Javier Meza Estrada, supuesto Notificador Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal.”

·  “El Acta Circunstanciada de fecha 12 doce de septiembre del año 2017 dos mil diecisiete, supuestamente elaborada a las 17:00 horas de la fecha indicada, por el señor **********, supuesto Notificador Ejecutor de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal.”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

SEXTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda y de ampliación a la misma, se encuentran localizados en la foja 4 a la 16 y de la foja 88 a la 100 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen por aquí por reproducidos, como si a la letra se insertaran. Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEPTIMO.- Se procede al análisis de las cuestiones planteadas por las partes en el marco jurídico de la figura denominada Negativa Ficta, considerando la pretensión expresa del particular y lo señalado por la autoridad al contestar la demanda. 

Primeramente se debe precisar que la negativa ficta ha sido considerada de manera tradicional por nuestra doctrina jurídica como la figura que tiene por objeto evitar que el particular que formuló una solicitud, petición o instancia por escrito, resulte afectado en su esfera jurídica, ante el silencio de la autoridad que, conforme a la ley, debía emitir la resolución correspondiente y que consiste en que, cuando haya transcurrido un determinado tiempo desde la fecha en que se hizo la solicitud o petición, y la autoridad no da contestación, existe la presunción legal de que su decisión es en sentido negativo para el solicitante o peticionario. 

En el caso en particular, la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna la negativa ficta que se actualiza en relación al Recurso de Revocación presentado el veintidós de octubre de dos mil veinte, ante el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en contra de los actos de autoridad identificados como; mandamiento de ejecución (requerimiento de pago) con el número de control **********, de fecha catorce de agosto del año dos mil veinte y hecho del conocimiento del actor el ocho de septiembre del año dos mil veinte, acta de requerimiento de pago con el número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte y acto de embargo con el número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte.

Dicho escrito fue acompañado como prueba por la parte actora, el cual obra a fojas de la 19 a la 31 del expediente en el que se actúa, en el cual se aprecia un sello de recibido de la demandada Dirección de Recaudación y Política fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, sin que hubiere sido objetado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.

Ahora bien, a efecto de determinar la actualización de la figura de Negativa Ficta, conviene señalar que el artículo 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, norma su configuración en los siguiente términos: 

ARTÍCULO 44.- "Las promociones y solicitudes que formulen los particulares a las autoridades fiscales, deberán ser resueltas y notificadas en un plazo no mayor de dos meses, salvo que se establezca un lapso distinto. Transcurrido este plazo, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente, en cuyo caso, estará en aptitud de intentar los medios de defensa que procedan. El plazo mencionado se suspenderá cuando la autoridad requiera la presentación de documentación o, de información adicional." 

El dispositivo normativo en análisis establece que la autoridad deberá dictar resolución y notificarla en un término que no excederá de dos meses contados en el caso en particular a partir de la fecha de interposición del recurso; el silencio de la autoridad significará que la autoridad resolvio en sentido negativo.

En ese contexto, para que se configure la negativa ficta es requisito indispensable que se actualicen las siguientes hipotesis. 

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
Que haya transcurrido el plazo de dos meses sin que la autoridad haya resuelto y notificado la resolución a la instancia planteada, hasta antes de la interposición de la demanda (Silencio de la autoridad), y

c)
Que se acredite en juicio la presentación de la instancia ante la autoridad correspondiente.
Así mismo, dichos elementos encuentran sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley. 

En ese contextó, analizando las constancias que integran el expediente y a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la negativa ficta, se tiene que en el caso se surten las hipótesis que integran la negativa ficta, tomando en cuenta, que el requisito para que se actualice la procedencia de la misma es que exista una petición o instancia formulada a una autoridad, y el silencio por dicha autoridad hasta la fecha en que controvirtió en esta vía.

Así, a juico de esta Sala Unitaria la negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

1.- Es necesario precisar que la negativa ficta de que se duele el actor se configura, pues al momento de la presentación de demanda, la parte actora refirió que la autoridad no había producido respuesta alguna a la petición planteada; además del analisis pormenorizado efectuado a las constancias que integran el presente juicio de nulidad en que se actua, se advierte que, según constancia agregada a foja 19 a la 31, el enjuiciante presentó su Recurso de Revocación ante el Director de Recaudación y Política fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el veintidós de octubre del dos mil veinte, por lo que, al veinticuatro de noviembre del dos mil veintiuno, fecha en que se presentó el escrito de demanda de nulidad que ahora se resuelve, habían transcurrido más de los dos meses, de que disponía la autoridad demandada para emitir su resolución correspondiente, de conformidad con lo previsto en el artículo 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
2. Por su parte la autoridad demandada al dar contestacion a la demanda, manifiesta que respecto al Recurso de Revocación promovido por el ahora actor, la Direccion General de Ingresos  de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado emitió la resolución **********, de fecha veintiuno de diciembre del dos mil veintiuno y al efecto ofreció como prueba de su afirmación copia certificada de la citada resolución, asi como de las actas circunstanciadas de veinticuatro de julio del dos mil diecisiete y doce de septiembre del dos mil diecisiete; cuyos documentos obran agregados a fojas 67 a la 77 y 78 y 79 de autos.

Sin embargo, no obstante la diversa demandada Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, exhibió en vía de contestación de demanda copia fotostatica certificada de la resolución **********, de fecha veintiuno de diciembre del dos mil veintiuno, mediante la cual resuleve el Recurso de Revocación interpuesto por el ahora actor por escrito recepcionado el veintidos de octubre del dos mil veinte; al producir el accionante su ampliación de demanda, señala que la resolución **********, al igual que las actas circunstanciadas de veinticuatro de julio del dos mil diecisiete y doce de septiembre del dos mil diecisiete, fueron de su conocimiento hasta el momento en que le fue notificada la contestación de demanda; habida cuenta que, textualmente señala que “tales documentos nunca fueron puestos a la vista de la actora y ademas no fue notificada de su existencia en tiempo y forma legal antes de la presentación de la demanda inicial, por ende se desconocia su texto o contenido”.

Aunado a lo anterior, el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, no acredita de forma alguna que la resolución **********, dictada con fecha veintiuno de diciembre del dos mil veintiuno, le haya sido notificada legalmente a la parte actora de manera personal, en términos del numeral 73 del Código Fiscal del Estado
, que establece las reglas a las que debe ajustarse la diligencia correspondiente, toda vez que no exhibe documento alguno en el que conste la notificación de la misma; de ahí que en el caso se tiene que dicha resolución fue del conocimiento de la parte  accionante con fecha posterior, a la presentación de demanda, por tanto, los razonamientos y fundamentos plasmados en la citada resolución se toman en consideración como si hubiesen sido vertidos en vía de contestación de demanda, en tal virtud, sigue firme la negativa ficta en los términos anotados, toda vez que una resolución no puede considerarse como una respuesta si no es notificada a quien corresponde, con anterioridad a la impugnación de la negativa ficta.
Lo anterior es asi, dado que la notificación personal tiene como finalidad comunicar jurídicamente al particular las resoluciónes dictadas por las autoridades, las cuales pudieran afectar sus derechos e intereses, de ahí que, en función de la finalidad y los efectos jurídicos que pudieran derivarse, debe existir certeza de que el particular destinatario del acto a notificar, efectivamente tuvo conocimiento del mismo, por lo que en la diligencia de notificación se debe observar el cumplimiento de los requisitos formales establecidos en la Ley de la materia, conforme al principio de seguridad jurídica que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos.
En ese contexto, es irrefutable que aun y cuando exista un pronunciamiento expreso por parte de la diversa demandada Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, respecto del Recurso de Revocación planteadó por el enjuiciante, lo cierto es, que ello aconteció con posterioridad al plazo de dos meses que prevé el artículo 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, asi como a la presentación de la demanda de nulidad que ahora se resuelve, por lo que es evidente que se configuró la resolución negativa ficta impugnada, recaida al citado Recurso de Revocación promovido ante el Director de Recaudacion y Politica Fiscal de la Direccion General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas Gobierno del Estado; de lo que se sigue, que debe procederse al estudio de la cuestion de fondo, efectivamente planteada.

OCTAVO.- En el presente considerando se analizara el contenido de la resolución expresa **********, de fecha veintiuno de diciembre del dos mil veintiuno, relativo al Recurso de Revocación en contra de los actos de autoridad identificados como; mandamiento de ejecución (requerimiento de pago), acta de requerimiento de pago y acta de embargo, todos con el número de control **********; a la luz de los conceptos de impugnación formulados por el actor en su escrito de ampliación de demanda, siendo que el actor esta impugnando por sus propios fundamentos y motivos, dicha resolución.

En ese orden, la parte actora al formular su ampliación de demanda, refiere en síntesis lo siguiente:
a) Que la autoridad demandada pretende exigirle el pago a traves del requerimiento contenido en el mandamiento de ejecusión de fecha catorce de agosto del dos mil veinte, del que derivó el embargo de diversos bienes muebles e inmuebles propiedad del actor, pasando por alto, que el creditó fiscal cuyo pago se exigió ya se habia extingidó al haber prescritó legalmente, dado que entre la fecha en que se notificó el creditó y en la que se le exigió el pago mediante el procedimiento administrativo de ejecusión, transcurrieron mas de seis años, pues el referido creditó supuestamente fue notificadó desde el dieciocho de julio del dos mil catorce, y desde esa fecha hasta el ocho de septiembre del dos mil veinte, no medio notificación formal alguna, de un acto dentro de un procedimiento administrativo de ejecusión que se haya hecho del cnocimiento del actor.
b) Que la prescripción constituye una sanción en contra de la autoridad hacendaria por su inactividad, derivada de no ejercer su facultad economica coactiva, y una vez consumadó el plazo de prescripción, el contribuyente podrá hacer valer la prescripción via accion, ante las propias autoridades fiscales cuando no haya sidó cobrado el creditó; o via excepción, cuando se pretenda cobrar a traves de los medios de defensa correspondientes, aun cuando la autoridad con posterioridad en que se consumó el plazo de prescripción haya realizadó un acto de cobro, ya que la prescripción no se encuentra condicionada a que el contribuyente impugne las gestiones de cobro realizadas con posterioridad en que se consumó el plazo referido y considerar lo conrario, seria letra muerta a lo establecido en el artículo 38 del Código Fiscal del Estado, que regula la extinción de los creditós fiscales por el transcurso del tiempo, y cita el artículo 146 del Código Fiscal de la Federación.
c) Que atendiendo al artículo 38 del Código Fiscal del Estado y 146 del Código Fiscal de la Federación, el creditó fiscal se extingue por prescripción en el plazo de cinco años, y que este se inicia a partir de la fecha en que su pago pudo ser legalmente exigido, por lo que, basta que se haya consumado el plazo de cinco años, para que se actualice la prescripción del creditó fiscal, aun cuando el deudor no hubiera impugnado un acto de ejecusión realizadó por la autoridad de manera posterior a que se haya consumidó dicho plazo.

d) Que en el caso no se actualiza ninguno de los supuestos para la interrupción de la prescripción a que se refiere el artículo 38 del Código Fiscal del Estado; puesto que, por lo que hace al supuesto establecido en el inciso a) de dicho normativo, en el caso en particular no hubo gestión de cobro que se haya hecho saber o fuera notificada, desde la fecha en que supuestamente le fue notificada al actor –dieciocho de julio del dos mil catorce; puesto que fue hasta el ocho de septiembre del dos mil veinte, en donde se le notifica al enjuiciante un mandamiento de ejecusión, requerimiento de pago y embargo del creditó fiscal consistente en multa impuesta dentro del procedimiento de Responsabilidades Administrativas con numero ********** por la cantidad de **********
Que respecto a la hipotesis establecida en el inciso b) del citado normativo; tampoco existe constancia desde el dieciocho de septiembre del dos mil catorce, en que le pudo ser legalmente exigible el creditó fiscal, en donde se reconozca expresa o tacitamente el creditó fiscal ya referido.

Que en cuanto al supuesto previsto en el inciso c) del mismo artículo 38 del Código Fiscal del Estado; de las mismas constancias remitidas por la demandada - mandamiento de ejecusion, requerimiento de pago y acta de embargo – se advierte que el notificador ejecutor se constituyó en el domicilio fiscal del actor, el ocho de septiembre del dos mil veinte, por lo que no se esta ante el supuesto que establece el inciso c) del mismo artículo.
Que además en las constancias remitidas por la demandada - mandamiento de ejecusión, requerimiento de pago y acta de embargo – se alegan aspectos muy superficiales, e insuficientes para establecer que el inmueble se encontraba desocupado, al ser meras apreciasiones personales del notificador, sin que exista dato alguno relativo a que se haya podido apreciar el interior del inmueble que permitieran concluir que el inmueble estaba desocupado, y solo se mencionan apreciasiones relativas a la observación del exterior del inmueble, por lo que no existe una debida circunstanciación de los hechos, tales como lo es; que se constituyó en el domicilio de la persona busacada, fecha y hora de la diligencia, como se percató que el lugar estaba cerrado y desocupado y en su caso que vecinos informaron que el contribuyente visitado estaba ausente.

e) Que es incongruente la conslusión que hace la demandada, para decir que en el caso se interrumpe la prescripción por estar en el supuesto del artículo 38 del Código Fiscal del Estado, bajo el argumento de que para el dia 24 de julio de 2017 el actor realizó cambio de domilio sin realizar el aviso correspondiente, sustentando dicho razonamiento, en diligencias realizadas en los meses de julio y septiembre del 2017, lo que a juicio del actor se estima incongruente, porque dice que la demandada cuenta con la información de control suficiente para acceder a la informacion inmobiliaria y de vehiculos de su propiedad, habida cuenta que, en el procedimiento de ejecusión le fueron embargados diversos bienes muebles e inmuebles de su propiedad.

f) Que respecto a la multa que indebidamente le fue impuesta en el procedimiento de Responsabilidades Administrativas con numero ********** por la cantidad de **********, la autoridad afirma que le fue notificada al actor el dieciocho de julio del dos mil catorce y que a decir de la contraloria General del Estado, no se impugnó en el plazo establecido en el artículo 50 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, vigente en el dos mil catorce; por lo que bajo ese supuesto la multa surtió efectos el mismo dia de la notificación según la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado, vigente en dos mil catorce, y por tanto, para el dieciocho de septiembre del dos mil catorce, ya era exigible el creditó fiscal ********** por la cantidad de **********, y para el dieciocho de septiembre del dos mil diecinueve el creditó fiscal prescribió, por lo que la gestión de cobro que realizó la autoridad con posterioridad en que se consumó el plazo de prescripción se hizo en contravención a lo previsto en el artículo 38 del Código Fiscal del Estado, que regula la extinción de los creditós fiscales por el transcurso del tiempo y el artículo 146 del Código Fiscal de la Federación.

A Juicio de la Magistrada titular de esta Segunda Sala Unitaria; los conceptos de impugncion vertidos por la parte actora en contra de la resolución expresa y que han quedado precisados, resultan FUNDADOS en virtud de los siguientes razonamientos.

En principio es de tener en consideración el contenido del artículo 92
 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y municipios de San Luis Potosí, vigente hasta el dieciocho de julio del dos mil diecisiete, por ser esta la aplicable al caso, cuyo normativo determina que las multas que se impongan, a cargo de los servidores públicos, derivadas de las sanciones administrativas impuestas en resolución firme, constituiran créditos fiscales a favor del erario estatal o municipal en su caso, en los términos y que se precisan en el Código Fiscal del Estado.
Así mismo el Código Fiscal del Estado en su artículo 38, establece que la obligación de pago de un crédito fiscal prescribe en un plazo de cinco años, a partir de que pudo ser legalmente exigido; dicho numeral dice textualmente lo siguiente.
ARTÍCULO 38.- La obligación de pago de un crédito fiscal prescribe en favor del contribuyente o responsable solidario, en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido.
(REFORMADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) El término de la prescripción se interrumpe con la notificación formal de un acto dentro del procedimiento administrativo de ejecución, o con el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto del crédito. Se considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que se haga del conocimiento del deudor.

(ADICIONADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) Asimismo, se suspenderá el plazo a que se refiere este artículo cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando hubiere señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal.
Los contribuyentes podrán solicitar a la autoridad se declare la prescripción de un crédito, así como oponer como excepción este derecho en los medios de defensa.
De la trascripción del dispositivo legal en cita, se obtiene que  la obligación de pago de un crédito fiscal, prescribe en el término de cinco años; el cual se inicia, a partir de la fecha en que el pago pudo ser legalmente exigible.

Asimismo, el precepto normativo trascrito señala que el plazo de la prescripción se interrumpe en los casos siguientes.
a) Con la notificación formal de un acto dentro del procedimiento administrativo de ejecución, es decir, cuando la autoridad fiscal realice gestiones de cobro, pudiendo ser cualquier actuación dentro del procedimiento administrativo, siempre que se notifique o se haga del conocimiento del deudor.

b) Con el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto de la existencia del crédito fiscal.

Asi tratandose del supuesto de interrupción; el plazo de prescripción de los cinco años, reinicia cada vez que cesa alguno de los supuestos de interrupción, estos es, comienza a contar nuevamente desde cero.

El mismo precepto en estudio tembién establece que el plazo de la prescripción se suspende cuando se actualiza alguna de las siguientes hipotesis.

a) Cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal, sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente.
b) Cuando el contribuyente hubiere señaldo de manera incorrecta su domicilio fiscal.

En cuanto a la hipotesis de suspensión del plazo prescritivo; el plazo de prescripción se detiene al momento en que se actualiza alguna de las hipotesis de suspension y continua y hasta que desaparece la causa de suspensión.

Así también cobra relevancia, el contenido del artículo 18  del citado Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que establece textualmente lo siguiente:

Artículo 18.- Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario. Cuando las leyes así lo señalen, podrá darse el carácter de crédito fiscal a otros adeudos de particulares en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución. 

Ahora bien, para una mejor claridad en el asunto, es conveniente precisar los antecedentes del caso, que se desprenden de lo manifestado por el actor en su escrito de  demanda inicial y de ampliación de demanda, asi como en el de contestación a la demanda inicial y a la ampliación de la misma, como tambien de las constancias exhibidas por las autoridad demandada.

· Mediante resolución dictada dentro del procedimiento de Responsabilidades Administrativas nímero **********, la Contraloria General del Estado le impuso al ahora actor multa por la cantidad de **********.
· La autorida demandada, señala que la resolución mediante la cual se impusó la multa al ahora actor, fue notificada mediante cédula de dieciocho de julio del dos mil catorce y que debidó a que no se impugnó en el plazo establecido en el artículo 50 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado vigente en el dos mil catorce, la multa surtió efectos el mismo dia de la notificación según la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado vigente en dos mil catorce, y por tanto para el dieciocho de septiembre del dos mil catorce ya era exigible el creditó fiscal  ********** por la cantidad de **********.
· El 14 de agosto del 2020, la autoridad exactora (Director de Recaudación y Política Fiscal) emitió mandamiento de ejecución (Gestión de cobro) a **********, señalando como domicilio del mismo, el de **********; como número de expediente **********; número de control **********; oficio de la dependencia impositora **********; fecha de oficio 03 de julio de 2016; dependencia emisora de la multa Contraloría General del Estado; fecha de notificación 18 de julio de 2014; concepto multa impuesta en el **********; importe **********; mas (gastos de ejecusión) **********; importe subtotal **********.
· Con fecha 08 de septiembre del 2014, se practicó la diligencia de requerimiento de pago, según Acta de requerimiento de pago; número de control **********.
· El 08 de septiembre del 2014, mediante Acta de embargo, número de control **********; se realizó la diligencia de embargo.
· El 22 de octubre del 2020, el ahora actor interpuso Recurso de Revocación en contra del mandamiento de ejecución (requerimiento de pago) con el número de control **********, hecho del conocimiento del actor el ocho de septiembre del año dos mil veinte, Acta de Requerimiento de pago con el número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte y acto de embargo con el  número de control **********, de fecha ocho de septiembre del año dos mil veinte.
· Mediante oficio **********, de fecha veintiuno de diciembre del dos mil veintiuno, la autoridad exactora resolvió el Recurso de Revocación; revocando el acto consistente en el procedimiento administrativo de ejecución, acta de requerimiento de pago y embargo de fecha 08 de septiembre de 2020, para efectos de que se vuelva a realizar dicho acto dentro del horario hábil establecido en el artículo 22 del le haya sido notificada legalmente a la parte actora de manera personal y niega la declaratoria de prescripción del crédito fiscal derivado del procedimiento de Responsabilidades Administrativas numero **********, emitido por la Contraloria General del Estado por la cantidad de **********, mas actualizacion y recargos. Dicha resolución del Recurso fue acompañado por la autoridad demandada al dar contestacion de la demanda al juicio de nulidad que ahora se resuelve, sin que exista constancia de notificacion al actor realizada con anterioridad.
En ese tenor, como ya quedo señalado con anterioridad, la prescripción es el medio para liberarse de obligaciones mediante el transcurso del tiempo, es decir, la extinción del crédito fiscal como son impuestos, derechos, productos o aprovechamientos, por el termino de cinco años, cuyo plazo prescriptivo inicia a partir de la fecha en que el pago pudo ser legalmente exigido por la autoridad fiscal y se interrumpe con cada gestión de cobro por parte de la autoridad dentro del procedimiento administrativo, que sea notificada al particular.  
Ahora bien, en virtud de la naturaleza del crédito fiscal controvertido en el presente asunto, el cómputo del plazo para que opere la prescripción inicia a partir de que el adeudo se hizo exigible.

En ese contexto, en el caso particular por una parte se tiene, que la autoridad demandada señala que la resolución dictada dentro del procedimiento de Responsabilidades Administrativas numero **********, mediante la cual se impusó multa al ahora actor, fue notificada mediante cedula de dieciocho de julio del dos mil catorce y que debido a que no se impugnó en el plazo establecidó en el artículo 50 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado vigente en el dos mil catorce, la multa surtió efectos el mismo dia de la notificación, según la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado vigente en dos mil catorce, y por tanto, para el dieciocho de septiembre del dos mil catorce ya era exigible el creditó fiscal ********** por la cantidad de **********; destacando que dentro de las constancias  de auntos, no existe documento alguno en el que consten las diligencias de notificacion correspondientes.
Sin embargo, no obstante que no existe constancia de la notificación alguna,  lo narrado por la autoridad demandada, tiene el carácter de confesión expresa, en razón de ser manifestaciones propias formuladas por ella en su escrito de contestación, que además son espontáneas, y sobre todo, voluntarias; por lo cual,  lo relatado por dicha autoridad adquiere valor probatorio pleno con fundamento en los artículos 72 y 78 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y en ese sentido, el computo del plazo para que opere la prescripción inició el dieciocho de septiembre del dos mil catorce, cuando conforme a lo manifestado por la demanda ya era exigible el creditó fiscal ********** por la cantidad de **********), considerando ademas esta Sala Unitaria, que conforme al artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en el plazo de un año, en aquellos casos en los que exista la obtención de un beneficio o daño causado pero que este, no exceda de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado; y de tres años para todos los demás casos; es decir, para aquellos que no impliquen un contenido patrimonial, no causen un daño a la hacienda pública o la obtención de un lucro; o bien cuando existiendo la obtención de un lucro o daño causado se exceda de diez veces el salario mínimo general vigente en la entidad; cuyo terminó se computa, a partir del día siguiente de que se incurrió en responsabilidad, o bien, a partir de que cesó en caso de ser continua; precisando que lo aquí señaladó no implica pronunciamiento algunó en relación a la resolución administrativa en la que se impusó la multa al actor.

En ese sentidó, en virtud de la naturaleza del creditó fiscal, el computó del plazo para que opere la prescripción, inició a partir del dieciocho de septiembre del dos mil catorce.

Asi mismo debe señalarse, que no pasa inadvertidó para esta Sala Unitaria, que la demandada al contestar su demanda señala que en el caso se actualizó el supuesto de suspension del plazó de prescripción previstó en el parrafo tercero del artículo 38 del Código Fiscal del Estado, cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal, sin haber presentadó el aviso de cambio correspndiente; sin embargo, contrario a lo que afirma la autoridad demandada, el plazo de prescripción no se interrumpió con la emision de la documental consistente en las Actas circunstanciadas de fechas veinticuatro de julio y doce de septiembre; ambas del dos mil diecisiete, con las cuales pretende hacer constar el cambió de domicilio que afirma.


Lo anterior es asi dado que la documental consistente en las Actas circunstanciadas de veinticuatro de julio y doce de septiembre; ambas del dos mil diecisiete respectivamente, que en relación con el creditó número **********, que exibe la autoridad con el objeto de sustentar la actualización de la causa de suspensión del plazo prescritivo conforme al artículo 38 del Código Fiscal de la Fedeación, obran agregadas a fojas 48 y 49 de autos, cuya imagen se inserta a continuacion a fin de enterarse del contenido integro de las mismas.

(Imagen digitalizada)

Dichas documentales merecen valor probatorio pleno en terminos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosi, las cuales se analizan a la luz del artículo 73 del Código Fiscal del Estado
, que establece las reglas a las que deben ajustarse las diligencias de notificaciones personales, conforme al cual el diligenciante debía asentar de forma circunstanciada como se cercioró de la ausencia del interesado, o de su representante legal, y por ende establecer de manera circunstanciada las razones por las que consideró que el interesado ya no vivía en el domicilio en que se llevó a cabo la diligencia y cómo fue que concluyó que no presentó el aviso del cambio de domicilio.

Sin embargo, de las actas circunstancias anteriormente insertas en imagen, se desprende que el notificador no hace mención alguna de haber dejado citatorio previó para ese día, tampoco que haya requerido la presencia del contribuyente o su representante legal, y tampoco señala las razones por las cuales concluyó que el domicilio ya no vivía el interesado o bien, como se dio cuenta de que este se cambió de domicilio sin previo aviso.

Lo anterior es así, dado que en la diversa acta de veinticuatro de julio del dos mil diecisiete, señala que tocó en el domicilio del interesado durante diez minutos, sin que nadie atendiera a su llamado, por lo que se constituyó en el inmueble marcado con el número **********, donde fue atendido por una persona del sexo masculino, quien una vez que se le preguntó sobre la persona buscada, este manifestó que ya tenía varios meses que no vivía ahí y que no tenía dato alguno para su localización; así como también, que en el acta de doce de septiembre de dos mil diecisiete únicamente se encuentra asentado que el notificador se constituyó en el domicilio fiscal, una descripción del inmueble, y que en dicho inmueble se encuentra pegado un letrero de una inmobiliaria con la leyenda de “venta” y que al parecer el domicilio ya se encuentra desahitado desde hace dos meses.

Por tanto, de las Actas circunstanciadas anteriormente insertas en imagen, se desprende que se incumplió con las reglas de notificación previstas en el artículo 73 fracción III del Código Fiscal del Estado, al no asentar las razones permeorizadas por las cuales concluyó que el interesado habia deshocupado el domicilio y concluir que dicho interesado se cambió de domicilio sin previo aviso, dado que no se advierte que el notificador haya asentado razón alguna relativa a que el interior del domicilio se encontrara vacio, o si la persona que le refirió sobre el cambio de domicilio del interesado tenia alguna relacion con este, o la calle a la cual petenecia la nomencaltura del número 128 a que se hace referencia en el acta circunstanciad de veinticuatro de julio del dos mil diecisiete, aunado a que en ninguna de las Actas circunstanciadas que se analizan se hace referencia a que se haya dejado citatorio previo.
En virtud de lo anterior, se colige que la demandada no logra acreditar que hubo un cambió de domicilio por parte del ahora actor; ademas de que las Actas circunstanciadas tampoco se consideran gestiones de cobro que suspendan el plazo de cinco años para que opere la prescripción, toda vez que dichos actos no fueron hechos del conocimiento del interesado, por lo que, su simple emision no es apta para considerar que el plazo de prescripción ya mencionado se interrumpió.

Aunado a lo anterior la demandada no acredita de forma alguna que el actor hay tenido registrado para recibir notificaciones el domicilio señalado en las citadas Actas, donde se señala como tal en una **********, ni tampoco se acredita que el actor haya registrado un nuevo domicilio, dado que el documento idoneo para acreditar tal extremo es la constancia de inscripción o el documento en que conste el domicilio que el interesado tiene registrado; de ahí que exista una falta de certeza para acreditar que el domicilio que se menciona en las actas circunstanciadas, era el único domicilio fiscal del interesado; aunado a que en el presente acaso se debe considrar que no se trata del cumplimiento de una obligacion fiscal, al ser una multa administrativa no fiscal que no puede ser considerada como parte de los ingresos tributarios.

En ese contexto, se arriba a la conclusión de que las Actas circunstanciadas que ofreció la autoridad de fechas veinticuatro de julio y doce de septiembre del dos mil diecisiete; constituyen asuntos no diligenciados, al no haber sido hechos del conocimiento del actor dentro del procedimiento de ejecusion, y por ende no demuestra haber realizado alguna diligencia que actualizara la suspension o interrupción de la prescripción, aunado a que en el presente caso, el ahora actor no tiene la calidad de contriuyente por no tratarse del cumplimiento de una obigación fiscal y por tanto no esta sujeto a la obligación prevista en el artículo 27 del Codigo Fiscal del Estado de señalar un domicilio para el cumplimiento de sus obligaciones fiscales y a notificar todo cambio dentro de los siguientes quince dias.
En tal virtud, atendiendo a la confesion expresa que hace la autoridad en cuanto a que el computo del plazó para que opere la prescripción, inició a partir del dieciocho de septiembre del dos mil catorce; el termino de los cinco años precluyó el deciocho de septiembre del dos mil diecisiete, por lo cual si las diligencias de cobro consistentes en mandamiento de ejecusión, acta de requierimiento de pago y acta de embargo, con número de control **********, se diligenciaron el ocho de septiembre del año dos mil veinte, es evidente que  trascurrieron mas de cinco años, por lo que se actualiza la figura de la prescripción de la facultad de cobro de la autoridad, resultando ilegal por tanto, mandamiento de ejecusion, acta de requierimiento de pago y acta de embargo, con número de control **********
Sustenta lo anterior el criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito, cuyos datos de localización, rubro y contenido, enseguida se transcriben.
Registro digital: 208665, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: II.2o.P.A.103 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XV-2, Febrero de 1995, página 465, Tipo: Aislada.

PRESCRIPCION DEL CREDITO FISCAL. TERMINO. El artículo 146 del Código Fiscal de la Federación señala que el crédito fiscal se extingue por prescripción y que el término se inicia a partir de la fecha en que el pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer como excepción en recursos administrativos, asimismo que el término se interrumpe con cada gestión de cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor o por el conocimiento expreso o tácito de este respecto de la existencia del crédito, considerándose gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad dentro del procedimiento administrativo de ejecución siempre que se haga del conocimiento del deudor. Por lo que si la Sala Fiscal responsable consideró que el término de prescripción de cinco años se inició a partir de la fecha en que el pago del crédito fiscal puede ser legalmente exigido, es decir, al día siguiente en que transcurran los cuarenta y cinco días que establece el diverso numeral 65 del código tributario, esta determinación se encuentra ajustada a derecho.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Amparo directo 955/94. Tornillos Spasser, S. A. de C. V. 18 de enero de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: José Angel Mandujano Gordillo. Secretaria: Mónica Saloma Palacios. 
Por tanto lo procedente es declarar que en el caso en particular operó la prescripción de las facultades de las autoridades para realizar el cobro del crédito fiscal con numero de control **********; derivado del procedimiento de Responsabilidades Administrativas nímero **********, en el que la Contraloria General del Estado impuso como sancion la multa administrativa al ahora actor por la cantidad de **********, mas actualización y recargos; ello en terminos de los previsto en el articulo 38 del Codigo Fiscal del Estado.

En consecuencia, y atentos a lo establecido en el cuerpo del presente Considerando, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ y por consecuencia la NULIDAD de los actos impugnados que han quedadó debidamente precisados en los resultandos “I” y “IV” asi como en el considerando “CUARTO” de la presente sentencia, con fundamento en el artículo 250 fraccion IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al haberse dictado en contravención del articulo 38 del Codigo Fiscal del Estado, por encontrarse actualizada la figura de la prescripcion de la facultad de cobro de la autoridad respecto al crédito fiscal **********.
En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen el cobro del crédito fiscal con numero de control ********** –como lo fue el mandamiento de ejecusion relativo al número de control **********, Acta de requerimiento de pago y Acta de embargo, relativos al número de control **********-, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad, al haber prescrito a favor del interesado la obligación de pago de un crédito fiscal en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido. 
Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

“FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250, fracción IV, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó los extremos de su acción, en consecuencia.
TERCERO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana de los actos impugnados, al encontrarse prescrita la facultad de cobro de la autoridad resecto del crédito fiscal con número de control **********Por las razones y fundamentos que han sido expuestos en el considerando Octavo de esta resolución.
NOTIFIQUESE.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- Rubricas.
	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
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� ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 


(REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia de la persona a quien se va a notificar o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; (REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) II. En el caso de que no se encuentre a la persona a quien se va a notificar o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 


III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.


� Artículo 92. Las multas que se impongan constituirán créditos fiscales a favor del erario estatal o municipal, en su caso, y se hayan efectivas mediante el procedimiento administrativo de ejecución; tendrán, además, la prelación prevista para dichos créditos y se sujetara en todo a las disposiciones fiscales aplicables a esta materia. 


� Artículo 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas:


 (REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) 


I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia de la persona a quien se va a notificar o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente;


 (REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017) II. En el caso de que no se encuentre a la persona a quien se va a notificar o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado;


III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos;


IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; 


V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 


VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 


VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.








